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En el mes de diciembre de 2017, el Colegio de Abogados 

de Avellaneda Lanús (CAAL) comenzó a recibir una inusi-

tada cantidad de pedidos de pase de colegas matricula-

dos mayoritariamente en el Colegio de Abogados de 

Lomas de Zamora (CALZ).

Esa a�uencia de solicitudes de cambio 

de colegio de matrícula creció rápida y 

constantemente, y se incrementó a 

partir de febrero de 2018, constatán-

dose diversas irregularidades (avales 

repetidos, domicilios coincidentes en el 

mismo estudio de muchos letrados, 

diferencias en las �rmas, falta de 

antigüedad en los avalistas, etc.) Por 

ello, el Consejo Directivo del CAAL 

decidió la conformación de una 

comisión para examinar los documen-

tos ingresados.

Paralelamente a la resolución del 

Consejo de dicho colegio -consta en la 

causa penal que tramitó a estos efectos- 

que dos letrados, los Dres. Trotta y Di 

Pascale, se apersonaron ante la UFI N° 2 

con asiento en la Ciudad de Avellaneda, 

a cargo del Dr. Mario Prieto, para radicar 

una denuncia en la que manifestaron 

temores respecto a la posibilidad de 

que esos requerimientos de pases de colegas matricula-

dos -en su mayoría en el CALZ- pudieran ser destruidos.

El �scal Prieto les recibió declaración 

testimonial en el momento, ya que se 

encontraban en la Mesa de Entradas. No 

consta cargo o sello que indique la fecha 

y la hora exacta de la recepción de la 

denuncia.

Sin embargo, el mencionado agente 

�scal, el mismo día, requirió al Juez 

Carzoglio el allanamiento del Colegio 

sito en la Ciudad de Lanús (siendo mani-

�estamente incompetente), sin motivar 

su pedido, ni indicar cuál sería el ilícito 

que se investigaría, alegando que la 

eventual destrucción de los documentos 

“implicaría un daño irreparable y de 

difícil reparación” (SIC).

Vale destacar que, conforme la norma-

tiva vigente, los plazos legales y regla-

mentarios para autorizar los pases no se 

encontraban vencidos cuando se 

produjo el irregular allanamiento 

comentado.

En forma inmediata el Consejo Superior del Colegio de 

Abogados de la Provincia de Buenos Aires (COLPROBA) 

convocó a una reunión de urgencia para tratar el tema 

que, por de�nición, tenia gravísimas consecuencias 

institucionales.

En esa reunión, el COLPROBA votó la decisión de denun-

ciar y acusar al Juez Carzoglio y al Fiscal Prieto ante el 

Jurado de Enjuiciamiento, designando al Dr. Guillermo E. 

Sagués –quien fuera tres veces Presidente del Colegio de 

Abogados de San Isidro– como patrocinante y encar-

gado de llevar adelante el proceso.

El ex Juez Carzoglio primero fue apartado preventiva-

mente de su cargo y luego suspendido conforme las 

disposiciones legales y constitucionales aplicables. 

El día 9 de marzo del corriente se dictó veredicto y 

sentencia, por la que se destituyó a Carzoglio de su cargo 

de Juez y se lo inhabilitó para desempeñar cargos en la 

Justicia. 

En otro orden de cosas, asistimos recientemente a la 

destitución del Fiscal General Adjunto de San Isidro, Dr. 

Claudio Scapolán.

El caso del Fiscal Scapolán comenzó con las denuncias 

realizadas por la ex–diputada Elisa Carrió y, posterior-

mente, continuó con la investigación a cargo de la Jueza 

Federal de San Isidro Sandra Arroyo Salgado. Fue 

acusado de ser jefe de una asociación ilícita, instigador 

de falso testimonio agravado, uso de documento falso, 

falsedad ideológica de documento público reiterada, 

sustracción de medio de prueba, tenencia de estupefa-

cientes con �nes de comercialización doblemente agra-

vada, cohecho pasivo agravado por su condición de 

agente �scal, extorsión, abuso de autoridad e 

incumplimiento de los deberes de funcionario público.    

El 28 de marzo del corriente se comenzó con el Jury 

contra Scapolán (quien ya había sido suspendido el 22 de 

diciembre de 2022 por el Jurado de Enjuiciamiento), que 

�nalizó en abril con la destitución –por mayoría– del 

�scal acusado de ser el jefe de una asociación ilícita 

integrada por policías y abogados que se apoderaban 

ilegalmente de droga secuestrada a narcotra�cantes, 

para luego venderla, y en donde también se dispuso, 

para el ex-�scal, la inhabilitación para volver a ocupar 

cargos públicos.

El jurado fue presidido por la Dra. Ana María Bourim-

borde, presidenta de la Cámara en lo Civil y Comercial de 

La Plata, e integrado por los conjueces abogados Carlos 

Valdez, Héctor Mendoza Peña, Carlos Garavaglia, José 

Manuel Del Cerro y Juan Spinelli, y los conjueces legis-

ladores Juan Pablo Allan, Daniel Lipovetzky, Walter 

Carusso, María Eugenia Brizzi, y Sofía Vannelli, ésta última 

senadora que fundó el único voto en disidencia.

El Colegio de Abogados de San Isidro siguió de cerca este 

tema. No solo había expresado públicamente su preocu-

pación, sino que solicitó o�cial y oportunamente al 

Juzgado de Instrucción el informe del avance de la causa 

judicial. Ello también en el marco de los procesos discipli-

narios sustanciados ante el Consejo Directivo y el Tribu-

nal de Disciplina de la Institución contra los abogados 

que se encuentran involucrados en el proceso penal.

Incumplimiento con la ley 14.967. 
Preocupación del Colegio de Abogados de San Isidro ante esta falta de los magistrados.  

Una de las problemáticas primordiales que estamos 
atravesando los abogados y abogadas de la Provincia de 
Buenos Aires es el incumplimiento, por parte de los jueces, 
de la ley de honorarios profesionales (14967) vigente 
desde el año 2017. 

Esta situación se presenta porque regulan por debajo del 
mínimo establecido o porque no respetan las sumas estipu-
ladas para las diferentes materias, desatendiendo de esa 
manera la honorabilidad en el ejercicio profesional, el 
carácter alimentario que los mismos tienen y nuestro futuro 
en materia previsional y de seguridad social. 

Analizando este último ítem, y haciendo mención a la 
información que nos proporciona La Caja de la Abogacía de 
la Provincia de Buenos Aires, según sus bases de datos, es 
que podemos concluir que el Poder Judicial de la Provincia 
de Buenos Aires no sólo incumple con la Ley de Honorarios 
14967, sino también con la Ley 6716, que trata sobre el 
Régimen de la mencionada Caja. 

Dice el artículo 23 de la Ley 6716 que “Los Jueces y Tribu-
nales de todos los Fueros deberán remitir mensualmente 
a la Caja, bajo responsabilidad de lo dispuesto en el 
artículo 18º, una planilla con indicación de las causas en 
que se haya practicado regulación de honorarios a los 
a�liados intervinientes, consignando el número del 
expediente, denominación de la carátula, fecha de la 
resolución, monto regulado, profesional bene�ciario, su 
inscripción en la matrícula y número de a�liación a la 
Caja. A este último efecto los a�liados están obligados a 

consignarlo en toda actuación en la que intervengan”. 

Para su cumplimiento, oportunamente se �rmó un convenio 
de colaboración entre el Colegio de Abogados de la Provin-
cia de Buenos Aires, la Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Buenos Aires y la Caja de la Abogacía de la 
Provincia de Buenos Aires. Pero, según el sondeo realizado 
por esta última, en el transcurso de los últimos años se han 
recepcionado de parte de la Suprema Corte de Justicia, a 
través del sistema Augusta, un total de 1.048.464 regula-
ciones. De estas, sólo 466.128 se encuentran en la base de 
datos de la institución y están siendo procesadas. Estas, son 
la fuente de recaudación genuina y de sustento de nuestro 
sistema previsional para los abogados y abogadas de la 
Provincia de Buenos Aires.  

Es oportuno señalar que el total informado por el Sistema 
Augusta arroja un promedio mensual de 21.378 regula-
ciones, considerando todos los fueros e instancias que 
conforman el Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires. 

Sería de mucha importancia aumentar el �ujo de 
información por esta vía, ya que como es de conocimiento 
de todos, este promedio no hace a la realidad del universo 
total de regulaciones de la actividad judicial de la provincia.

Ahora bien, como mencionamos al principio de esta nota, 
otra situación que se desprende del detalle del caudal de la 
información, es que 165.185 regulaciones se encuentran por 
debajo de 7 jus arancelarios, que es el mínimo establecido 
por ley. 

Riesgo para nuestro Sistema Previsional y de Seguridad Social

Con todos estos datos y estadísticas, observamos que este incumplimiento de los jueces respecto a la ley 
14.967 implica un riesgo concreto a nuestro sistema de reparto intergeneracional en materia previsional y 
de seguridad social, que requiere especial y urgente atención. 
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